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GOBIERNO DE PUERTO RICO

20ma.	Asamblea	1ra.	Sesión
	Legislativa		Ordinaria

CÁMARA DE REPRESENTANTES

R. de la C. 49

13 DE ENERO DE 2025

Presentada por el representante Pérez Ortiz 

Referida a la Comisión de Asuntos Internos

RESOLUCIÓN

[bookmark: _Hlk94518690][bookmark: _Hlk141173215][bookmark: _Hlk141173232][bookmark: _Hlk176937911][bookmark: _Hlk176938480]Para ordenar a la Comisión las comisiones de Salud; y a la Comisión de del Trabajo y Asuntos Laborales, investigar y evaluar a realizar una investigación sobre el cumplimiento de la Ley Núm. 82 de 31 de mayo de 1972, según enmendada, conocida como Ley de la Junta Examinadora y del Colegio de Nutricionistas y Dietistas de Puerto Rico; la necesidad de revisar y actualizar las escalas salariales y retribuciones de los nutricionistas-dietistas que laboran en el gobierno; investigar otros asuntos relevantes de este grupo de profesionales; y para otros fines relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los nutricionistas-dietistas en Puerto Rico son un pilar fundamental del sistema de salud pública, dedicados a mejorar la calidad de vida de los ciudadanos mediante la promoción de una nutrición adecuada, la prevención de enfermedades crónicas y la implementación de planes alimenticios personalizados. Con aproximadamente 2,000 profesionales licenciados en la isla, y con casi el 50% de ellos empleados en el sector gubernamental, estos especialistas están capacitados para abordar problemas complejos de salud que afectan a la población, como la malnutrición, diabetes, enfermedades cardiovasculares, entre otros. Su trabajo se extiende desde hospitales hasta programas comunitarios, donde brindan servicios vitales que promueven el bienestar de las familias puertorriqueñas.

A pesar de la relevancia y especialización de sus funciones, los nutricionistas-dietistas que trabajan para el gobierno de Puerto Rico no han visto una actualización en sus escalas salariales desde el año 2008. Esto representa un estancamiento de catorce años, durante los cuales no se ha revisado ni ajustado su compensación de acuerdo con la inflación, el costo de vida, ni la creciente demanda de sus servicios. Esta situación ha resultado en una clara injusticia salarial, ya que no refleja el valor y la responsabilidad del trabajo que realizan diariamente estos servidores públicos. El gobierno, como mayor empleador de nutricionistas-dietistas en la isla, tiene la obligación de reconocer la dedicación y el compromiso de estos profesionales, quienes son esenciales para la promoción de la salud pública.

La Ley Núm. 82 de 31 de mayo de 1972, conocida como la Ley de la Junta Examinadora y del Colegio de Nutricionistas y Dietistas de Puerto Rico, establece el marco legal que regula la profesión de la nutrición y dietética en la isla (20 L.P.R.A. § 2181). Esta ley no solo crea la Junta Examinadora de Nutricionistas y Dietistas, sino que también establece las funciones y responsabilidades de estos profesionales. Según su Artículo 1, inciso C, un profesional de la nutrición y dietética debe contar con una preparación académica rigurosa que incluye un Bachillerato en Ciencias con concentración en Nutrición y Dietética, que los capacita para interpretar y aplicar conocimientos científicos en la planificación, organización, y dirección de programas de salud, así como en la prescripción de planes alimentarios específicos bajo ciertas condiciones. Además, están facultados para ofrecer orientación y consultoría en aspectos dietéticos preventivos y curativos, lo que subraya la importancia de su rol en la promoción de la salud pública y la prevención de enfermedades debilitantes. Esta base legal resalta la alta cualificación y responsabilidad de los nutricionistas-dietistas, justificando aún más la necesidad de una retribución justa y acorde con sus funciones.

La falta de justicia salarial no solo afecta el bienestar económico de los nutricionistas-dietistas, sino que también tiene repercusiones significativas en el sistema de salud pública de Puerto Rico. Los profesionales jóvenes, viendo pocas oportunidades de crecimiento económico, optan por emigrar a los Estados Unidos u otros países donde las condiciones laborales y salariales son más favorables. Esta fuga de talento crea vacíos en los servicios de nutrición en la isla, aumentando la carga de trabajo de los que se quedan y comprometiendo la calidad de la atención y la intervención médico-nutricional. Estos profesionales, que trabajan en escenarios hospitalarios y comunitarios, son indispensables para manejar las necesidades alimentarias en todas las etapas del ciclo de vida, desde la infancia hasta la vejez, y para contribuir en la lucha contra las enfermedades crónicas que afectan a gran parte de la población.

El Colegio de Nutricionistas y Dietistas de Puerto Rico ha abogado por una revisión justa de las escalas salariales que se ajuste a la realidad económica y profesional de estos trabajadores de la salud. Proponen un aumento de $500 mensuales para los profesionales con grado de bachillerato y $800 para aquellos con grado de maestría. Estos incrementos salariales no solo permitirían un reconocimiento adecuado del trabajo especializado que realizan, sino que también ayudarían a alinear la compensación de estos profesionales con los estándares nacionales e internacionales. Una remuneración justa es fundamental para motivar a los nutricionistas-dietistas a permanecer en Puerto Rico, contribuyendo con su experiencia y conocimiento al desarrollo del sistema de salud local.

Los beneficios de contar con nutricionistas-dietistas bien remunerados y motivados son múltiples y significativos. Al garantizar una intervención nutricional adecuada, se pueden prevenir complicaciones de salud que requieren tratamientos costosos, prolongadas estadías hospitalarias y mayores gastos en servicios de salud. La inversión en una remuneración justa para estos profesionales puede traducirse en una reducción del gasto público en salud, al mejorar la prevención y manejo de condiciones crónicas y agudas que afectan a la población. Además, su labor es esencial en programas como WIC, Head Start, Comedores Escolares y otros programas de asistencia alimentaria, que son críticos para asegurar la seguridad alimentaria de los sectores más vulnerables de la sociedad.

Por todo lo anterior, resulta imperativo que la Cámara de Representantes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico tome medidas para investigar y evaluar las escalas salariales y las condiciones laborales de los nutricionistas-dietistas en el gobierno. Este esfuerzo no solo haría justicia a estos servidores públicos, reconociendo el valor de su trabajo, sino que también fortalecería el sistema de salud en Puerto Rico, beneficiando directamente a toda la comunidad.

RESUÉLVESE POR LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO: 
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Sección 1.-Se ordena a la Comisión las comisiones de Salud; y a la Comisión de del Trabajo y Asuntos Laborales, investigar y evaluar realizar una investigación sobre el cumplimiento de la Ley Núm. 82 de 31 de mayo de 1972, según enmendada, conocida como Ley de la Junta Examinadora y del Colegio de Nutricionistas y Dietistas de Puerto Rico; la necesidad de revisar y actualizar las escalas salariales y retribuciones de los nutricionistas-dietistas que laboran en el gobierno; investigar otros asuntos relevantes de este grupo de profesionales; y para otros fines relacionados.
Sección 2.-La Comisión de Salud y la Comisión de Asuntos Laborales, someterán la Cámara de Representantes un informe final conteniendo los hallazgos, conclusiones, y recomendaciones, que estime pertinentes, incluyendo las acciones legislativas y administrativas que deban adoptarse con relación al asunto objeto de este estudio, dentro del término de ciento veinte (120) días contados a partir de la aprobación de la presente medida.  Las Comisiones rendirán a la Cámara de Representantes de Puerto Rico los informes parciales que estimen necesarios o convenientes en los que incluyan sus hallazgos, conclusiones y recomendaciones; asimismo, someterán un informe final, antes de que finalice la Vigésima Asamblea Legislativa.
Sección 3.-Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.
